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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

       SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre dos de dos mil nueve
Expediente 66001-22-13-004-2009-0085-01
Acta N° 435 de septiembre 2 de 2009
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Leydi Preciado Riascos contra la Fiscalía General de la Nación y la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción Social-. 
ANTECEDENTES
Leydi Preciado Riascos demandó la protección de sus derechos fundamentales y los de su familia a una vivienda en condiciones dignas, a la igualdad, al mínimo vital, a una alimentación digna, al trabajo, al debido proceso, al estudio y la capacitación, a ser protegidos en la honra y bienes, y los que son propios de los niños. 

Para ello dijo que encabeza su núcleo familiar como jefe de hogar y a principios del año 2007 salieron desplazados de Tumaco; fueron inscritos en el RUPD y a pesar de ello no han recibido la entrega material de los componentes humanitarios que establece la ley, reconocidos como derechos fundamentales por la Corte Constitucional; el 25 de junio de 2009 requirió a la entidad accionada pero ésta no ha ejecutado las medidas tendientes al restablecimiento de esos derechos, tan sólo el 3 de julio le envió una respuesta en el sentido de que su solicitud fue remitida al nivel nacional donde estaría sujeta a aprobación dentro de los 15 días hábiles siguientes. Agregó que es madre cabeza de hogar y se halla en periodo de lactancia, no ha podido vincularse al mercado laboral porque está en etapa escolar y pretende continuar sus estudios universitarios; terminó diciendo que a su salida del Puerto de Buenaventura tuvieron que dejar un negocio próspero de pesca con todos sus elementos y la vivienda familiar construida en material, de lo cual informaron a la Personería de Tumaco, pero Acción Social nunca procedió a la protección de dichos bienes.
Pidió, en consecuencia, que se ordene a Acción Social la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia y su prórroga hasta cuando se supere la situación de vulnerabilidad denunciada, incluyendo alimentos esenciales y agua potable (gastos de servicios públicos domiciliarios, subsidios de alimentos, pañales y leche para el niño recién nacido), alojamiento y vivienda digna (gastos de arrendamiento); que se le haga entrega del proyecto productivo y se le suministre información acerca de programas académicos en instituciones superiores a las que pueda acceder recibiendo los beneficios dirigidos a la población desplazada; que se ordene la inscripción en las convocatorias para acceder al subsidio de vivienda; que se ordene a las entidades del orden la protección de los bienes abandonados con ocasión del desplazamiento y la investigación de los responsables y los móviles de este crimen, y se les informe cómo acceder a la reparación de los perjuicios derivados del desplazamiento.

Aportó copia de la contraseña de su cédula de ciudadanía, del registro civil de nacimiento de su hijo Luis Alejandro, de la solicitud elevada a Acción Social el 25 de junio de 2009, de la respuesta obtenida y de un recurso de reposición interpuesto por Luis Erminsun Preciado contra una resolución que negaba la inscripción en el Registro Único de Beneficiarios de la Ley 387.
Se ordenó el trámite pertinente a la solicitud y se dispuso dar traslado a las entidades accionadas. La Fiscalía General, aunque tardíamente, presentó un escrito en el que aclara que ninguna denuncia ha recibido por parte de la accionante o su familia y, en consecuencia, ningún derecho ha violentado. Por su lado, Acción Social respondió en el sentido de que a esta actuación habría qué vincular a otras entidades del Estado; agregó que revisado el RUPD, se verificó que el núcleo familiar de la accionante se encuentra incluido el mismo desde el mes de abril de 2007 y desde entonces se cumplió con la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia; que sobre la petición que elevó se le dio respuesta el 3 de julio del presente año; que con la entrega de esa ayuda se cumple el mandato de la Ley 387 de 1997 y del Decreto 2569 de 2000, así como lo previsto en las sentencias T 025 de 2004 y 496 de 2007 y C-278 de 2007.
Agregó que las condiciones de fragilidad económica de una persona no se pueden atribuir sólo a su condición de desplazado, pues hay otras circunstancias de orden estructural que contribuyen a ello, por eso la prórroga de la ayuda humanitaria de emergencia no tiene razón de ser porque ninguna emergencia se puede entender como un hecho permanente. En todo caso, dice, en relación con la prórroga es necesario que se surta un procedimiento interno que consiste en la verificación de las condiciones de vulnerabilidad de la accionante
Ahora es oportuno resolver, previas las siguientes 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue instituida por  la Constitución Política de1991 como un mecanismo sumario y excepcional que permite a toda persona acudir ante un juez a invocar protección especial para sus derechos fundamentales, cuando son objeto de amenaza o vulneración por la acción u  omisión de las autoridades públicas o, en algunos casos, de los particulares.

Para comenzar con lo que concierne a la Fiscalía General de la Nación, cuya vinculación determinó la competencia de esta Sala, se encuentran razonables los argumentos expuestos por ese ente, por medio del Director Seccional de Fiscalías de Buga, en el sentido de que ni Leidy Preciado Riascos, ni otros miembros de su familia han puesto en conocimiento suyo los hechos que dieron lugar a la presente acción de tutela, y particularmente a su desplazamiento, no puede llegarse a la conclusión de que está afectando alguno de los derechos fundamentales de los que ellos puedan ser titulares.

Si se mira bien el escrito presentado por la accionante, lo que ella aduce es que le informaron de los hechos a la Personería de Tumaco, no a la Fiscalía y, por tanto, no se le puede endilgar a esa institución la falta de su investigación para el restablecimiento de los derechos vulnerados con ocasión del desplazamiento, como se pretende.
Esto es suficiente para que respecto de tal entidad la acción fracase.

No puede predicarse lo mismo de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional –Acción Social-, porque la demandante afirmó en su escrito inicial, que habiendo siendo inscrito su núcleo familiar en el RUPD desde el año 2007, no han recibido hasta ahora ninguna ayuda humanitaria, ni siquiera la inicial; a ésta manifestación replicó la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de dicha agencia en el sentido de que a la familia Preciado Riascos desde la fecha en que fue inscrita se le entregó aquella ayuda; sin embargo, de esa circunstancia no aportó ninguna prueba, en cambio sí refirió que la última petición que elevó Leydi Preciado consistió en la prórroga de esos beneficios, lo que tampoco acreditó.
Es decir, que a estas alturas no se tiene noticia de que en realidad a la accionante y su familia se les hubiese prestado la asistencia que en su calidad de desplazados y, por tanto, de personas de especial protección, se les debe brindar en los términos de la Ley 387 de 1997 y sus decretos reglamentarios, pues no basta para ello la sola inscripción en el registro único de personas desplazadas que si fue demostrada con el documento que se envió por correo electrónico según la constancia que antecede y que fue impreso para tenerlo aquí como prueba.
Bastante ha dicho la Corte Constitucional  que esta población tiene a su haber la acción de tutela como mecanismo idóneo para hacer prevalecer sus derechos fundamentales; y no sólo eso; la alta Corporación ha destacado 
que entre los desplazados hay unos en condiciones más deficientes que otros y, por tanto, causan mayor impacto frente a las medidas que debe adoptar el Estado para la satisfacción de sus necesidades básicas, interrumpidas por la inestable situación de seguridad que reina en el país. 

Vale la pena traer a colación lo que recientemente dijo la Corte sobre el contenido y alcance de la ayuda humanitaria de emergencia 
:

“Contenido y alcance de la ayuda humanitaria de emergencia a sujetos de especial protección. Reiteración de jurisprudencia. 

El Decreto 2569 de 2000 estableció el contenido y alcance del derecho de la población desplazada a recibir la ayuda humanitaria de emergencia y en su artículo 20 la definió como “la ayuda temporaria e inmediata encaminada a acciones de socorro, asistencia y apoyo a la población desplazada, a fin de mitigar las necesidades básicas en alimentación, salud, atención sicológica, alojamiento, transporte de emergencia, elementos de hábitat interno y salubridad pública”. En el artículo 17del citado Decreto
, se estableció que una vez la persona haya sido inscrita en el RUPD tendrá derecho a recibir la ayuda humanitaria de emergencia por el término de 3 meses prorrogables por otros 3 más. El artículo 22
 definió los montos de la ayuda humanitaria de emergencia y en el artículo 23
 se establecieron las reglas para el manejo de la atención humanitaria de emergencia.   

La jurisprudencia constitucional también se ha ocupado del tema y ha establecido algunos parámetros sobre su entrega y prórroga. En la sentencia T-025 de 2004, la Corte indicó que la entrega de la ayuda humanitaria hace parte del catálogo de derechos mínimos de la población desplazada, pues constituye una manifestación del derecho fundamental al mínimo vital. En relación con el término por el cual se entrega la ayuda humanitaria de emergencia y la prórroga de la misma, en sentencia C-278 de 2007, M.P, Nilson Pinilla Pinilla, esta Corporación precisó: “(…) la ayuda humanitaria no puede estar sujeta a un plazo fijo inexorable. Si bien es conveniente que la referencia temporal exista, debe ser flexible, sometida a que la reparación sea real y los medios eficaces y continuos, de acuerdo a las particularidades del caso, hasta salir de la vulnerabilidad que atosiga a la población afectada, particularmente en esa primera etapa de atención, en la cual se les debe garantizar condiciones de vida digna que hagan viable parar el agravio, en tránsito hacia una solución definitiva mediante la ejecución de programas serios y continuados de estabilización económica y social”, por lo que dicha ayuda deberá entregarse y prorrogarse hasta que la persona desplazada esté en condiciones de asumir su autosostenimiento.
  

Ahora bien, en lo que tiene que ver con la ayuda humanitaria de emergencia que deben recibir sujetos de especial protección, la Corte ha señalado una serie de pautas tendientes a garantizar los derechos fundamentales de esta población de manera inmediata y acorde a sus necesidades especiales, tal como lo señala el numeral 2º del 4º principio rector de los desplazamientos internos: “(…) Ciertos desplazados internos, como los niños, especialmente los menores no acompañados, las mujeres embarazadas, las madres con hijos pequeños, las mujeres cabeza de familia, las personas con discapacidades y las personas de edad, tendrán derecho a la protección y asistencia requerida por su condición y a un tratamiento que tenga en cuenta sus necesidades especiales”.

En efecto, en la sentencia T-025 de 2004, la Corte indicó que existen dos grupos de personas desplazadas que por sus especiales condiciones tienen derecho a recibir ayuda humanitaria de emergencia durante un período de tiempo mayor al que fijó la ley: “se trata de (a) quienes estén en situación de urgencia extraordinaria, y (b) quienes no estén en condiciones de asumir su autosostenimiento a través de un proyecto de estabilización o restablecimiento socio económica,  como es el caso de los niños que no tengan acudientes y las personas de la tercera edad quienes por razón de su avanzada edad o de sus condiciones de salud no están en capacidad de generar ingresos; o las mujeres cabeza de familia que deban dedicar todo su tiempo y esfuerzos a cuidar a niños menores o adultos mayores bajo su responsabilidad”. 

En sentencia T-688 de 2007, M.P, Nilson Pinilla Pinilla, caso en el que la Corte estudió la situación de una persona desplazada discapacitada que solicitaba la prórroga de la ayuda humanitaria, se indicó: “Hoy por hoy, siguiendo los lineamientos de la ya citada sentencia C-278 de abril 18 de 2007, en cuanto la ayuda humanitaria debe observar la verdad material y los objetivos señalados y no puede estar sujeta a  plazos inexorables, aparece sin justificación que la entidad demandada se oponga a continuar apoyando al señor José Alonso Sarmiento Cardozo y a su núcleo familiar, por el solo argumento de la temporalidad de la ayuda, sabiendo que es real su condición de desplazado, hallándose inscrito en el correspondiente Registro Único, tratándose además de una persona discapacitada”.

Recientemente, en el Auto 092 de 2008, la Corte analizó la situación de las mujeres víctimas del desplazamiento forzado y estudió las circunstancias especiales que rodean a las mujeres cabeza de familia en tanto grupo especialmente protegido por la precariedad de las condiciones de vida que deben afrontar. En relación a la ayuda humanitaria de emergencia, se indicó en esta providencia: “(…) la reticencia estructural del sistema a otorgar la prórroga de la Ayuda Humanitaria de Emergencia a las mujeres cabeza de familia o vulnerables que, por sus especiales condiciones de debilidad, tienen derecho a la misma, es una violación de su derecho básico a recibir asistencia humanitaria mientras duren sus condiciones de vulnerabilidad e indefensión”.
 

Así mismo, la Corte estableció la presunción constitucional de prorrogar automáticamente la ayuda humanitaria de emergencia a favor de las mujeres desplazadas, lo que implica que “dicha ayuda debe suministrarse de manera integral, completa e ininterrumpida, sin necesidad de programar o realizar visitas de verificación y asumiendo que se trata de personas en situación de vulnerabilidad extrema que justifica el otorgamiento de la prórroga, hasta el momento en que las autoridades comprueben que cada mujer individualmente considerada ha logrado condiciones de  autosuficiencia integral y en condiciones de dignidad, momento en el cual podrá procederse, mediante decisión motivada, a la suspensión de la prórroga”.
”
   



Pues bien, la demandante ha afirmado, y tampoco esa circunstancia ha sido desvirtuada, que además del desplazamiento al que se vio sometida es madre cabeza de familia y eso, junto con su falta de preparación académica, le ha impedido acceder al mercado laboral para la subvención de sus necesidades básicas y las de su familia. En ese orden de ideas, se abre paso el amparo, porque se dan las condiciones que señala la jurisprudencia transcrita, en vista de que estamos frente a sujetos de especial protección que, amparados por la ley, no han recibido, sin embargo, las ayudas pertinentes por parte de la entidad accionada, o por lo menos ésta no demostró que lo hubiera hecho hasta ahora, sólo se limitó a manifestarlo así sin respaldo probatorio alguno. 

   



Así que siguiendo el anterior precedente, se le ordenará a Acción Social que proceda, en el término que se señale, a suministrar a la accionante y su familia la ayuda humanitaria inicial de emergencia que les corresponde como desplazados, consistente en alimentación básica, apoyo para alojamiento, implementos de habitación, cocina y aseo, y vestuario adecuado.
  



Adicionalmente, se le ordenará a la entidad que suministre a la accionante toda la información que requiera y le haga un acompañamiento respecto de las entidades del Estado que deben concurrir al mejoramiento de sus condiciones en cuanto a vivienda, salud, educación y estabilización económica, información que no se desprende de la respuesta que le envió el 3 de julio pasado, y que tampoco se suple con la sola respuesta a esta acción de tutela.

  



DECISIÓN 
  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, concede el amparo impetrado por Leydi Preciado Riascos contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción Social-.

  



Por tanto, se le ordena a esta entidad que en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de este fallo, inicie las gestiones para entregar a la accionante los componentes de la ayuda humanitaria que prevé la ley (alimentación básica, apoyo para alojamiento, implementos de habitación, cocina y aseo, y vestuario adecuado), entrega que deberá verificarse en un término que no sobrepase los 15 días. 
   



Igualmente, se le ordena que suministre a la accionante toda la información que requiera y le haga un acompañamiento respecto de las entidades del Estado que deben concurrir al mejoramiento de sus condiciones en cuanto a vivienda, salud, educación y estabilización económica.

   



Se niega la protección pedida frente a la Fiscalía General de la Nación.  

   



Notifíquese esta decisión a los intervinientes por un medio expedito. Si no es impugnada, remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 




Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS









� Sentencia T-704 de 2008


� ARTICULO 17. ATENCION HUMANITARIA DE EMERGENCIA. Realizada la inscripción, la persona tendrá derecho a que se le otorgue atención humanitaria de emergencia por el término establecido en el parágrafo del artículo 15 de la Ley 387 de 1997, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal y acceso a los programas de ayuda, que con ocasión a la condición de desplazado adelante el Estado, sin perjuicio de que el interesado tenga acceso a los programas sociales de retorno, reasentamiento o reubicación y otros que preste el Estado.


� ARTICULO 22. MONTOS DE LA AYUDA HUMANITARIA DE EMERGENCIA. En atención a los principios de solidaridad y de proporcionalidad, la Red de Solidaridad Social destinará de los recursos que para tal fin reciba del presupuesto nacional y de manera proporcional al tamaño y composición del grupo familiar, un monto máximo equivalente en bienes y servicios, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, así: 


1. Para alojamiento transitorio, asistencia alimentaria y elementos de aseo personal hasta una suma máxima mensual equivalente a 1,5 salarios mínimos mensuales legales vigentes, otorgada por espacio de tres meses.


2. Para utensilios de cocina y elementos de alojamiento, otorgados por una sola vez, hasta una suma máxima equivalente al 50% del salario mínimo mensual legal vigente.


3. Para transporte, otorgado por una sola vez, hasta una suma máxima equivalente al 50% del salario mínimo mensual legal vigente.


� ARTICULO 23. DE LAS REGLAS PARA EL MANEJO DE LA ATENCIÓN HUMANITARIA DE EMERGENCIA. El Gobierno Nacional podrá celebrar convenios con organizaciones no gubernamentales, entidades del sector privado y organizaciones internacionales para la prestación de la atención humanitaria de


emergencia. Las autoridades departamentales, distritales y municipales serán responsables de solicitar y gestionar de manera urgente la ayuda humanitaria, y de incluir en sus presupuestos los recursos para atender las obligaciones que con ocasión a tal atención se generen, de conformidad con las normas vigentes sobre el particular.


� En la sentencia C-278 de 2007, M.P, Nilson Pinilla Pinilla, la Corte resolvió: “Primero. Declarar INEXEQUIBLES las expresiones “máximo” y “excepcionalmente por otros tres (3) más”, contenidas en el parágrafo del artículo 15 de la Ley 387 de 1997, y EXEQUIBLE el resto del parágrafo, en el entendido que el término de la atención humanitaria de emergencia previsto en esa disposición será prorrogable hasta que el afectado esté en condiciones de asumir su autosostenimiento”.


� En la sentencia T-688 de 2007, M.P, Nilson Pinilla Pinilla, la Corte resolvió: “Segundo.- ORDENAR a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Territorial Bogotá, a través de su representante legal o quien haga sus veces, que en el término de siete (7) días contados a partir de la notificación de este fallo, si no lo hubiere efectuado, restablezca la ayuda humanitaria que le corresponda al señor José Alfonso Sarmiento Cardozo en su condición  de desplazado, junto con su núcleo familiar, hasta que se encuentre en condiciones de asumir su autosostenimiento”.


� Auto 092 de 2008, M.P, Manuel José Cepeda Espinosa.


� Idem.
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